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SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 26 de agosto de 2016. 

 Emanuel Molina Figueroa (en adelante, apelante o Molina) 

nos solicita por vía del certiorari que revoquemos una Resolución 

que dictó el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Caguas, el 16 

de mayo de 2016 y que se notificó el 19 del mismo mes y año. 

Mediante el dictamen referido el tribunal acogió las 

recomendaciones que presentó la Examinadora de Pensiones 

Alimentarias (en adelante, EPA) y fijó la pensión alimentaria que 

debía satisfacer el apelante en beneficio de una hija menor de este. 

Además, entre otros asuntos, estableció la deuda por pensión 

retroactiva y la forma en que habría de pagarse y concedió 

honorarios de abogado a favor de la madre de la menor, Nadia Liz 

Serrano Maldonado (en adelante, apelada o Serrano). 

 La apelada presentó su Alegato en Oposición a Recurso de 

Certiorari en el que sostiene la corrección del dictamen impugnado. 

 Aclaramos que el presente caso es propiamente una 

apelación y así lo atendemos, pero sin alterar su original 
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designación alfanumérica. Figueroa  v. Del Rosario, 147 DPR 121, 

129 (1998). 

 Con el beneficio de la comparecencia de las partes y 

amparados en el derecho aplicable, procedemos a resolver. 

I 

A continuación se resumen los hechos pertinentes a la 

presente causa de acción, según surgen del expediente ante 

nuestra consideración. 

 Molina y Serrano contrajeron matrimonio el 21 de abril de 

2011 y en diciembre de 2013 nació la hija de ambos, ADMS. 

 El 25 de agosto de 2014, Serrano presentó una demanda de 

divorcio en la que, entre otros asuntos, solicitó que se estableciera 

una pensión alimentaria para beneficio de la menor antes 

mencionada.1 

 Luego de varios trámites procesales, el matrimonio entre las 

partes quedó disuelto mediante una sentencia que se dictó el 16 de 

octubre de 2014.2 El tribunal otorgó la custodia de la menor a 

Serrano, determinó que la patria potestad sería compartida, fijó las 

relaciones paterno-filiales y estableció una pensión alimentaria 

provisional de $220.00 al mes a partir de la presentación de la 

demanda, 25 de agosto de 2014. 

 Así las cosas, luego de algunas incidencias procesales 

adicionales, el 1 de junio de 2015 se llevó a cabo la vista de fijación 

de pensión ante la Examinadora de Pensiones Alimentarias (EPA). 

Tras evaluar el testimonio de las partes y la prueba que se 

presentó, la EPA rindió su Informe el 11 de mayo de 2016.3 

 El tribunal de instancia acogió las recomendaciones de la 

EPA y las hizo formar parte de una Resolución que dictó el 16 de 

                                                 
1
 Véase Ap., págs. 13-15. 

2
 Véase Ap., págs. 28-30. 

3
 Véase Ap., págs. 1- 9. 
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mayo de 2016 y que notificó el 19 del mismo mes y año.4  Mediante 

la resolución aludida, el foro de instancia estableció una pensión 

alimentaria al padre no custodio de $409.00 al mes para el período 

de 25 de agosto de 2014 hasta el 30 de noviembre de 2014 y de 

$434.00 al mes a partir del 1 de diciembre de 2014, para enviarse 

por conducto de la Administración para el Sustento de Menores (en 

adelante, ASUME). Además, determinó que los gastos 

extraordinarios de salud se cubrirían en una proporción de 43% la 

parte custodio y 57% la parte no custodio; estableció que la deuda 

retroactiva de $3,944.35 se pagaría a razón de $109.57 al mes por 

36 meses y concedió $600.00 en honorarios de abogado a favor de 

la parte custodio. 

 Por su pertinencia, a continuación reproducimos algunas de 

las determinaciones de hecho que la EPA incluyó en su informe y 

que el tribunal adoptó en su resolución: 

 1. …. 

 

2. …. 
 
3. El gasto mensual por cubierta de plan médico es 

sufragada (sic) por ambos padres, en una proporción 
de cincuenta (50%) cada uno, a razón de $43.00 

mensuales. 
 
4. La menor presenta condición de hipotonía e 

hipertonía. 
 
En cuanto a la parte custodio:  

 
5. La madre tiene custodia de facto de la menor. 

 
6. Se desempeña como maestra en el Departamento de 
Educación desde agosto de 2014 por contrato. 

 
7. …. 

 
8. Se consideraron en cuanto a la parte custodio, el 
ingreso como maestra, así como las deducciones 

mandatorias y permitidas según reflejadas en los 
talonarios de pago provistos. Se consideró además, un 
ingreso mensual de $40.00 como resultado de la venta 

de productos de belleza que realiza la parte custodio. 
 

                                                 
4
 Véase Ap., págs. 10-12. 
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9. La madre custodia reclama como gastos 
suplementarios: deducibles de Fisiatra, Neurólogo, 

Genetista, Pediatra, Centro de Terapias (2 veces por 
semana) y medicamentos. 

 
Padre no custodio: 
 

10. El padre no custodio se desempeña como 
investigador de querellas sobre automóviles en el 
Departamento de Asuntos al Consumidor por contrato 

el cual es renovado cada seis (6) meses. 
 

11. Recibe reembolso de dieta y millaje al y utilizar su 
vehículo personal. No consideramos dichas partidas 
mensuales como ingreso. 

 
12. Presentó la siguiente prueba documental: 

 
a. Planilla de Información Personal y Económica del 3 
de diciembre de 2014. 

b. Talonarios del Departamento de Asuntos del 
Consumidor desde el 16 de noviembre de 2014 al 15 
de diciembre de 2015 y talonario por concepto de Bono 

de Navidad del año 2014. 
c. Comprobantes de gastos de Viaje como empleado del 

DACO …. 
d. Certificación del Departamento de Veteranos del 5 
de septiembre de 2014, la cual señala que se le ha 

declarado un 50% de incapacidad relacionada por 
condiciones relacionadas al servicio militar.  Además, 
dicho documento especifica que esa compensación 

está exenta de consideración para efectos 
contributivos. 

e. … 
f. Certificación del Departamento de Asuntos del 
Veterano donde certifica la compensación mensual que 

recibe el padre no custodio por la cantidad de 
$1,002.65. 

g. Recibos por pago de gastos suplementario y pensión 
alimentaria. 
 

13. Se consideró en cuanto al padre no custodio, el 
ingreso como Investigador de Querellas de Accidente 
en DACO, así como las deducciones mandatorias y 

permitidas según reflejadas en los talonarios de pago 
provistos.  Se consideró además como ingreso 

mensual, la cantidad de $1,002.65 por concepto de 
compensación del Departamento de Asuntos de 
Veteranos.   

 
14. El gasto por plan médico es pagado a proporción: 

40% la parte no custodia y 60% la parte custodio. 
 

 No conforme con la decisión del tribunal primario, Molina 

presentó oportunamente el recurso que nos ocupa, donde hizo el 

siguiente señalamiento de error:  

Erró el Honorable Tribunal al no considerar las 
disposiciones legales y reglamentarias federales que 
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excluyen la compensación por incapacidad otorgada 
por la Administración de Veteranos del cómputo para 

establecer una pensión alimentaria. 
 

 En esencia, el apelante alega que la compensación por 

incapacidad relacionada a un veterano se considera ingreso sólo si 

este ha renunciado a la pensión o a parte de ella, lo que no es su 

caso.  Sostiene que las leyes y reglamentos aplicables excluyen esa 

partida del concepto de ingreso, por lo que procede se excluya del 

cómputo de la pensión alimentaria.  

 Oportunamente, la apelada presentó su alegato en oposición 

al recurso y alega que no existe una legislación federal que prohíba 

que se considere como ingreso del apelante la compensación que 

recibe por incapacidad de veterano.  En síntesis, arguye que la Ley 

Orgánica de la Administración para el Sustento de Menores, infra, 

las Guías Mandatorias, la Sección 3101 del Código de Estados 

Unidos y el Public Law 93-647 establecen que las compensaciones 

por incapacidad de veteranos se consideran ingresos para el 

cálculo de la pensión. 

 En su Réplica a Alegato en Oposición a Recurso de Certiorari 

el apelante reitera los planteamientos esbozados en el recurso; 

indica que las disposiciones legales que cita la apelada apoyan 

precisamente su contención de que no procede incluir el ingreso en 

controversia; y destaca que la apelada no discutió la aplicabilidad 

de la sección 581.103 del Code of Federal Regulations. 

II 

Nuestro Tribunal Supremo ha reiterado que los casos 

relacionados con alimentos de menores están revestidos del más 

alto interés público, siendo su interés principal el bienestar del 

menor. Santiago, Maisonet v. Maisonet Correa, 187 DPR 550 

(2012); Fonseca Zayas v. Rodríguez Meléndez, 180 DPR 623 (2011); 

Torres Rodríguez v. Carrasquillo Nieves, 177 DPR 728, 738 (2009); 

Argüello v. Argüello, 155 DPR 62, 70 (2001).  Más aún, nuestro 
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Tribunal Supremo ha reconocido que el derecho a reclamar 

alimentos constituye parte del derecho a la vida protegido por la 

Constitución de Puerto Rico. Véanse: Art. II, Sec. 7, Const. E.L.A., 

LPRA, Tomo 1; Torres Rodríguez v. Carrasquillo Nieves, supra; Ríos 

v. Narváez, 163 DPR 611 (2004).   

 La obligación de brindar alimentos surge de la relación 

paterno-filial que se origina en el momento en que la paternidad o 

maternidad quedan establecidas legalmente. Torres Rodríguez v. 

Carrasquillo Nieves, supra; Ríos v. Narváez, supra; McConnell v. 

Palau, 161 DPR 734 (2004); Martínez v. Rodríguez 160 DPR 145 

(2003).  Dicha responsabilidad no se reduce únicamente a un 

deber moral que emana de su condición de progenitor, sino que 

igualmente conlleva obligaciones legales impuestas por nuestro 

ordenamiento, según provisto en los Arts. 118, 143 y 153 del 

Código Civil, 31 LPRA secs. 466, 562 y 601.  Torres Rodríguez v. 

Carrasquillo Nieves, supra; Ríos v. Narváez, supra; McConnell v. 

Palau, supra. La referida obligación cubre todo lo que es 

indispensable al sustento del menor, su habitación, vestido y 

asistencia médica, entre otros. McConell Jiménez v. Palau, supra.  

Como se sabe, la obligación del sustento de los hijos menores recae 

en ambos padres. Toro Sotomayor v. Colón Cruz, 176 DPR 528 

(2009); Figueroa Robledo v. Rivera Rosa, 149 DPR 565 (1999). 

La cuantía de los alimentos será proporcionada a los recursos 

del que los da y a las necesidades del que los recibe, y se reducirán 

o aumentarán en proporción a los recursos del primero y a las  

necesidades del segundo. 31 LPRA sec. 565; Fonseca Zayas v. 

Rodríguez Meléndez, supra. El Tribunal Supremo ha interpretado 

que para determinar la pensión alimentaria deben tomarse en 

cuenta los siguientes dos criterios: (1) los recursos y medios de 

fortuna del alimentante, de forma tal que se pueda determinar su 

capacidad económica para cumplir su obligación alimentaria hacia 
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su alimentista y (2) las necesidades del alimentista, es decir, 

cuánto necesita éste para cubrir sus necesidades de sustento, 

habitación, vestido, asistencia médica y educación, conforme su 

posición social. Martínez v. Rodríguez, supra, pág. 153. 

Por tratarse de un derecho que está revestido del más alto 

interés público, se aprobó la Ley Núm. 5 de 30 de diciembre de 

1986, según enmendada, conocida como Ley Orgánica de la 

Administración para el Sustento de Menores (Ley de Sustento de 

Menores), 8 LPRA sec. 501, et seq.; Torres Rodríguez v. 

Carrasquillo Nieves, supra. El objetivo principal del referido 

estatuto fue aligerar los procedimientos de fijación y modificación 

de pensiones alimentarias en beneficio de los menores 

alimentistas.  Esta ley debe interpretarse de modo liberal a favor de 

los mejores intereses del menor o alimentista. Ríos v. Narváez, 

supra. 

 Con la Ley de Sustento de Menores se creó la ASUME, 

organismo al que se le confirió la potestad de efectuar un 

procedimiento administrativo expedito para: determinar la filiación; 

establecer o modificar órdenes de pensión alimentaria y exigir el 

cumplimiento de la obligación alimentaria. 8 LPRA sec. 510; Ríos 

v. Narváez, supra, pág. 618  

El Artículo 2, inciso (22), de la Ley de Sustento de Menores, 

8 LPRA sec. 501(22) (Supl. 2015), define “ingresos” de la siguiente 

manera:  

Comprende cualquier ganancia, beneficio, rendimiento 
o fruto derivado de sueldos, jornales o compensación 

por servicios personales, incluyendo la retribución 
recibida por servicios prestados como funcionario o 
empleado del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, 

del Gobierno de los Estados Unidos de América, el 
Distrito de Columbia, las Islas Vírgenes de los Estados 
Unidos de América, o cualquier territorio o posesión 

sujeta a la jurisdicción de los Estados Unidos de 
América, según lo permitan las leyes y reglamentos 

federales aplicables, de cualquier estado de la Unión 
de los Estados Unidos de América, o de cualquier 
subdivisión política de los mismos, o de cualquier 
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agencia o instrumentalidad de cualesquiera de las 
mencionadas entidades en cualquiera que sea la forma 

en que se pagaren; o de profesiones, oficios, 
industrias, negocios, comercio o ventas; o de 

operaciones en propiedad, bien sea mueble o 
inmueble, que surjan de la posesión o uso del interés 
en tal propiedad; también los derivados de intereses, 

rentas, dividendos, beneficios de sociedad, valores o la 
operación de cualquier negocio explotado con fines de 
lucro o utilidad; y ganancias, beneficios, rendimientos, 

fondos, emolumentos o compensación derivados de 
cualquier procedencia, incluyendo compensaciones 

como contratista independiente, compensaciones por 
desempleo, compensaciones por incapacidad, 
beneficios de retiro y pensiones o cualquier otro pago 

que reciba un alimentante de cualquier persona 
natural o jurídica. (Énfasis nuestro)  

 
El referido estatuto establece que, al determinar los recursos 

económicos del obligado a pagar una pensión alimentaria se 

tomará en consideración, además del ingreso neto ordinario, “el 

capital o patrimonio total del alimentante”.  8 LPRA sec. 518 (Supl. 

2015).  

 La Ley de Sustento de Menores autoriza la adopción de guías 

para determinar y modificar las pensiones alimentarias de los 

menores de edad. 8 LPRA sec. 518 (Supl. 2015). A base de esa 

autorización, la ASUME adoptó las Guías mandatorias para 

computar las pensiones alimentarias en Puerto Rico, Reglamento 

Núm. 8529 de 30 de octubre de 2014, según enmendado, que 

establece las guías que deben utilizarse para fijar las pensiones 

alimentarias en nuestra jurisdicción. El reglamento antes 

mencionado define el concepto “ingresos” como sigue:  

Comprenden cualquier ganancia monetaria, beneficio, 
rendimiento o fruto derivado de sueldos, jornales o 

compensación por servicios personales, incluyendo la 
retribución recibida por servicios prestados como 
funcionario o funcionaria o empleado o empleada del 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico, del Gobierno de 
los Estados Unidos de América, del Distrito de 

Columbia, de las Islas Vírgenes de los Estados Unidos 
de América, o de cualquier territorio o posesión sujeta 
a la jurisdicción de los Estados Unidos de América 

según lo permitan las leyes y reglamentos federales 
aplicables, de cualquier estado de la Unión de los 
Estados Unidos de América, o de cualquier agencia o 

instrumentalidad de cualesquiera de las mencionadas 
entidades o país extranjero en cualquiera que sea la 
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forma en que se pagaren; o de profesiones, oficios, 
industrias, negocios, comercio o ventas; o de 

operaciones en propiedad, bien sea mueble o 
inmueble, que surjan de la posesión o uso del interés 

en tal propiedad; también los derivados de intereses, 
rentas, dividendos, beneficios de sociedad o 
corporación, valores o la operación de cualquier 

negocio explotado con fines de lucro o utilidad; y 
ganancias, beneficios, rendimientos, fondos, 
emolumentos o compensación derivados de cualquier 

procedencia, compensaciones como contratista 
independiente, compensaciones por desempleo, 

compensaciones por incapacidad, beneficios de retiro y 
pensiones o cualquier otro pago que reciba una 
persona de cualquier persona natural o jurídica. 

(Énfasis nuestro) 
 Reglamento Núm. 8529, Parte II, Artículo 7 (16)  

 De otra parte, la obligación alimentaria incluye el pago de 

una partida para cubrir los honorarios de abogado.  Torres 

Rodríguez v. Carrasquillo Nieves, 177 DPR 728 (2009).  Nuestro 

más Alto Foro ha resuelto que en una acción para reclamar 

alimentos procede la imposición de los honorarios de abogado a 

favor de los menores, sin la necesidad de que actúe con temeridad 

el demandado al defenderse de la reclamación.  Íd.; Chévere 

Mouriño v. Levis Goldstein, 152 DPR 492 (2000); Guadalupe Viera 

v. Morell, supra, pág. 14.  Cónsono con lo anterior, la Ley de 

Sustento de Menores, 8 LPRA sec. 521(1), provee para la 

imposición de honorarios de abogado a favor del alimentista 

cuando este prevalezca en procedimientos para la fijación, 

modificación o para hacer efectiva una orden de pensión 

alimentaria.  Torres Rodríguez v. Carrasquillo Nieves, supra.   

 Nuestra jurisprudencia ha señalado que los casos de familia 

son de naturaleza sui géneris, por lo que cualquier determinación 

que emita el foro de instancia en cuanto a una modificación de 

custodia o de alimentos, constituye una sentencia de la cual se 

tiene derecho a solicitar apelación. Cortés Pagán v. González 

Colón, 184 DPR 807, 813-814 (2012); Figueroa v. Del Rosario, 

supra, pág. 129. Sobre el carácter particular de las 

determinaciones en los casos de familia y que estas constituyen 
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una sentencia revisable mediante apelación, nuestro Tribunal 

Supremo expresó: 

…. En Figueroa v. Del Rosario, supra, contestamos esta 
interrogante en el contexto de una reclamación de 
custodia. Desde aquel entonces resolvimos que debido a 

la naturaleza sui géneris de los pleitos de familia, los 
dictámenes que emita el Tribunal de Primera Instancia 

sobre alimentos y custodia, que modifican o intentan 
modificar alguna determinación final previa al respecto, 
por haber ocurrido un cambio en las circunstancias, 

constituyen propiamente sentencias de las cuales se 
puede apelar. Ello, porque tales determinaciones no son 
resoluciones en sí, pues adjudican y resuelven una 

reclamación entre las partes, según los hechos y 
circunstancias existentes en el momento en que ésta se 

resuelve… 
 

 De otra parte, en lo pertinente, el Título 38 del Código de los 

Estados Unidos regula los pagos por beneficios que recibe el 

apelante de la Administración de Veteranos.  En específico, la 

sección 5301 del Título 38 dispone:  

(a) Payments of benefits due or to become due under 
any law administered by the Secretary shall not be 
assignable except to the extent specifically authorized 
by law, and such payments made to, or on account of, a 
beneficiary shall be exempt from taxation, shall be 
exempt from the claim of creditors, and shall not be 
liable to attachment, levy, or seizure by or under any 
legal or equitable process whatever, either before or 
after receipt by the beneficiary... 38 U.S.C. sec. 5301 

 
Esta protección a los beneficios de los veteranos se fija bajo 

el principio federal de la inmunidad del soberano, pero en el año de 

1975 el Congreso cede a dicha inmunidad en cuanto a reclamos de 

alimentos de menores, y aprueba la ley federal de manutención de 

menores: Public Law 93-647, conocida como Child Support 

Enforcement Act, 42 U.S.C. sec. 651 et seq.  Bajo esta ley se pueden 

reclamar deudas por concepto de alimentos de menores sin 

importar si se trata de una pensión de veterano por retiro o 

incapacidad.   

Sobre la compensación que recibe un veterano por 

incapacidad, la tratadista Sarah Torres Peralta nos expresa lo 

siguiente: 
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Miembros de las fuerzas armadas 
 

Igualmente constituye ingresos todos los pagos y 
beneficios que el alimentante recibe por cualquier 

concepto por servicios prestados en todas las ramas de 
las fuerzas armadas de Estados Unidos, así como por 
servicios como empleado civil en cualquiera de dichas 

ramas. 
Esta responsabilidad alimentaria se extiende a 
ingresos por pensiones de veteranos de las fuerzas 

armadas, incluyendo las pensiones militares por razón 
de incapacidad, Rose v. Rose, 481 U.S. 619 (1987).  

S. Torres Peralta, La Ley de sustento de menores y el 
derecho alimentario en Puerto Rico, San Juan, 
Publicaciones STP, 2007, Tomo I, sec. 8.09. 

  
III 

Como cuestión de umbral, reiteramos que conforme a 

nuestro derecho aplicable, si bien el caso se presentó como un 

recurso de certiorari, realmente procede atenderlo como una 

apelación.  

 El apelante sostiene que el foro de instancia erró al 

considerar como ingreso para fines de establecer la pensión 

alimentaria, la compensación por incapacidad que él recibe de la 

Administración de Veteranos.  En apoyo a su planteamiento, aduce 

que el estatuto federal al que alude la EPA en su Informe, el Child 

Support Enforcement Act, 42 USC sec. 651 et seq, establece en su 

sección 659 que se considera como ingreso la compensación por 

incapacidad que se le paga a un ex-miembro de las fuerzas 

armadas si este renunció a la pensión de retiro o a una porción de 

esta.  Como fundamento a su posición, cita la siguiente disposición 

legal, enfatizando el inciso (V): 

(h) Moneys subject to process  
(1) In general Subject to paragraph (2), moneys 

payable to an individual which are considered to be 
based upon remuneration for employment, for 
purposes of this section—  

(A) consist of—  
(i) compensation payable for personal services of the 
individual, whether the compensation is denominated 

as wages, salary, commission, bonus, pay, allowances, 
or otherwise (including severance pay, sick pay, and 

incentive pay); 



 
 

 
KLCE201601138 

 

12 

(ii) periodic benefits (including a periodic benefit as 
defined in section 428(h)(3) of this title) or other 

payments—  
(I) under the insurance system established by 

subchapter II of this chapter; 
(II) under any other system or fund established by the 
United States which provides for the payment of 

pensions, retirement or retired pay, annuities, 
dependents’ or survivors’ benefits, or similar amounts 
payable on account of personal services performed by 

the individual or any other individual; 
(III) as compensation for death under any Federal 

program; 
(IV) under any Federal program established to provide 
“black lung” benefits; or 

(V) by the Secretary of Veterans Affairs as 
compensation for a service-connected disability paid 

by the Secretary to a former member of the Armed 
Forces who is in receipt of retired or retainer pay if the 
former member has waived a portion of the retired or 

retainer pay in order to receive such compensation; 
(iii) worker’s compensation benefits paid or payable 
under Federal or State law; 

(iv) benefits paid or payable under the Railroad 
Retirement System, and 

(v) special benefits for certain World War II veterans 
payable under subchapter VIII of this chapter; but 
(B) do not include any payment—  

(i) by way of reimbursement or otherwise, to defray 
expenses incurred by the individual in carrying out 
duties associated with the employment of the 

individual; 
(ii) as allowances for members of the uniformed 

services payable pursuant to chapter 7 of title 37, as 
prescribed by the Secretaries concerned (defined by 
section 101(5) of title 37) as necessary for the efficient 

performance of duty; or 
(iii) of periodic benefits under title 38, except as 

provided in subparagraph (A)(ii)(V).  
42 USC sec. 659 
 

 Añade el apelante que la sección 581.03 del Code of Federal 

Regulations, que trata sobre Moneys which are subject to 

garnishment, indica que el pago de una compensación por 

incapacidad relacionada (“service connected”) a un veterano se 

considera ingreso si este ha renunciado a la pensión o a parte de 

ella y que sólo la parte de la pensión a la que no se ha renunciado 

estará sujeta a embargo.  Finalmente, alega que en el caso Rose v. 

Rose, 481 US 619 (1987), se distingue del caso de autos en su 

alcance.  Según argumenta, en el citado caso federal el veterano 

solamente tenía ingresos del seguro social y de veteranos, mientras 

https://www.law.cornell.edu/uscode/text/42/lii:usc:t:42:s:428:h:3
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/37/chapter-7
https://www.law.cornell.edu/uscode/text/37/lii:usc:t:37:s:101:5
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que él tiene ingresos por su trabajo en DACO y no renunció a su 

pensión por años de servicio ni la redujo. 

 Por su lado, la apelada alega que tanto la Ley de Sustento de 

Menores como las Guías Mandatorias consideran ingreso para el 

cómputo de la pensión alimentaria las compensaciones por 

incapacidad, según lo permitan las disposiciones de las leyes y 

reglamentos federales.  A esto, le añade que la Public Law 93-647, 

conocida como Child Support Enforcement Act, 42 USC sec. 651 et 

seq, establece que no existe prohibición para que se pueda 

considerar la compensación por incapacidad que recibe un 

veterano como ingreso para  fines de pensión alimentaria. 

 No hay duda en cuanto a que la Ley de Sustento de Menores 

y las Guías Mandatorias establecen que la compensación por 

incapacidad que recibe un alimentante puede considerarse como 

ingreso para fines del cómputo de la pensión alimentaria, según lo 

permitan las leyes federales.  Esto es, si la normativa federal no lo 

prohíbe.   

 Hemos analizado detenidamente la normativa federal que 

cita el apelante en su recurso y no encontramos prohibición alguna 

a que se considere como ingreso la compensación objeto de 

controversia.  Entendemos que las disposiciones legales que cita el 

apelante se refieren a las limitaciones que existen respecto a la 

posibilidad de asignar o de embargar el ingreso en cuestión.  No 

tiene méritos el planteamiento de que solamente se considera 

ingreso la compensación por incapacidad cuando el veterano ha 

renunciado a la pensión o a parte de ella. En este caso, el apelante 

recibe una compensación por incapacidad de parte de la 

Administración de Veteranos, que no está exenta de que se le 

incluya como ingreso para el cálculo de la pensión alimentaria.  No 

se cometió el error señalado.  
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No se nos ha demostrado que el foro de primera instancia 

haya actuado movido por pasión, prejuicio o parcialidad o que 

incurriera en error manifiesto al emitir su Resolución.  Por esa 

razón, a la luz de la norma de deferencia, no intervendremos con 

la determinación del tribunal. 

IV 

 Por los fundamentos antes expuestos, se confirma la 

Resolución apelada. 

Lo acordó el Tribunal y certifica la Secretaria del Tribunal de 

Apelaciones. 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


